El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
Providencia:


SENTENCIA DE TUTELA – 1ª Instancia – 30 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-01077-00
Accionante:


JESÚS ANTONIO CUERVO
Accionados:


JEFES DE LA PAGADURÍA Y DE LA OFICINA DE ASUNTOS Y DECISIONES JUDICIALES DE LA POLICÍA NACIONAL 

Proceso:



Acción de Tutela – Concede el amparo solicitado

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
TEMA:



DERECHO DE PETICIÓN / MORA EN EL PAGO DE LOS VALORES RECONOCIDOS POR SENTENCIA / OMISIÓN DE RESPUESTA. “[N]o se ha satisfecho el derecho de petición que aunque no invocó el actor como digno de protección, encuentra lesionado esta Sala por parte del Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales, exclusivamente porque no acreditó que el contenido de la resolución que expidió para garantizarlo, haya sido puesto en conocimiento del citado señor. En consecuencia, se concederá el amparo que solicita.”.

Citación jurisprudencial: CORTE CONSTITUCIONAL,  Sentencia T-556 de 2013.
--------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


   Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


   Pereira, noviembre treinta (30) de dos mil dieciséis (2016) 


   Acta No. 563 del 30 de noviembre de 2016

   Expediente 66001-22-13-000-2016-01077-00
Decide la Sala en primera instancia sobre la acción de tutela instaurada por el señor Jesús Antonio Cuervo contra los Jefes de la Pagaduría y de la Oficina de Asuntos y Decisiones Judiciales de la Policía Nacional, a la que fueron vinculados el Secretario General y el Jefe del Grupo de Ejecución de Decisiones judiciales de esa misma entidad.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el actor pueden resumirse así:

1.1 Remitió oficio a la Pagaduría de la Policía Nacional con el fin de que le consignaran los valores reconocidos mediante sentencia proferida por el Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión local, divididos así el 30% para su apoderado y el 70% para él; además solicitó le informaran la fecha exacta en que se produciría el pago y el monto a que tenía derecho.

1.2 Al no obtener respuesta se comunicó vía telefónica con la entidad y le informaron que su caso se radicó desde el 14 de febrero de 2014 y que debía aguardar dieciocho meses; ese término venció el 20 de febrero último por lo que se vio obligado a elevar otra reclamación y ante la falta de contestación tuvo que acudir a la acción de tutela cuyo fallo le fue favorable; la Oficina de Decisiones Judiciales de la Policía le envió escrito en el cual le comunicó que para el mes de agosto le depositarían el dinero solicitado, a lo que han hecho caso omiso.
1.3 El 10 de octubre último remitió “una acción popular de cumplimiento” a la Oficina de Asuntos y Decisiones Judiciales de la Policía con el objeto de que le informaran la razón por la cual no le han consignado los aludidos valores, pero a la fecha no han emitido respuesta alguna.
2. Considera lesionados sus derechos fundamentales y solicita se ordene a la autoridad demandada pagar oportunamente la prestación reconocida “y exigirles a esta entidad que ellos están cometiendo el delito de omisión y también sanción disciplinaria por retención de dineros ya reconocidos por el estado (sic)”.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 22 de noviembre de este año se admitió la acción contra los Jefes de la Pagaduría y de la Oficina de Asuntos y Decisiones Judiciales de la Policía Nacional, se ordenó vincular al Secretario General y al Jefe del Grupo de Ejecución de Decisiones judiciales de esa misma entidad y a todos ellos se les requirió para que informaran si ya habían suministrado respuesta al derecho de petición elevado por el actor y que, en caso positivo, acreditaran ese hecho con la constancia de envío respectiva.
2. Solo se pronunció el Jefe del Área de Defensa Judicial de la Secretaría General de la Policía, para manifestar que la entidad que representa mediante oficio S-2016-317530, dirigido a la dirección de residencia del actor, dio respuesta clara, oportuna y de fondo a su solicitud de cuenta de cobro.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Considera el actor lesionado sus derechos fundamentales, toda vez que no le han pagado los valores reconocidos por sentencia judicial, a pesar de las solicitudes que ha elevado para ese efecto, la última de las cuales fue enviada el 10 de octubre último, sin que a la fecha haya obtenido respuesta de fondo.

3. El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las reclamaciones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

“4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

“(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

“(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

“(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

“(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.
“…

“4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

4. La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución; el 14 dice que  salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción y el parágrafo de la misma norma dice que cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.
5. Obran en el proceso, entre otras, las siguientes pruebas: 
5.1. Copia de la solicitud que envió el accionante, el 10 de octubre último
, a la Oficina de Asuntos y Decisiones Judiciales de la Policía Nacional, en la que indicó que ha remitido varios derechos de petición y que mediante fallo de tutela del 25 de mayo de este año se le ordenó a esa dependencia informar la fecha en que le consignarían los valores reconocidos mediante sentencia judicial, para lo cual solicitó que se tuviera en cuenta que de dicha suma le correspondía el 70% y el 30% restante a su apoderado; el 30 de mayo le comunicaron que el monto a sufragar correspondía a $5.602.617 “fuera de los intereses de mora a los que tengo derecho”. Por tanto pidió le explicaran si el valor reconocido ya fue objeto del descuento del 30% para el abogado o no. Además que “ustedes me informaron que para el tercer trimestre de este año me consignaban y ya paso (sic) dicha fecha entonces por favor cuando (sic) me van a depositar mi dinero”; agregó que ha solicitado insistentemente que al mencionado abogado no le depositen la totalidad de la condena pues existen quejas en su contra respecto a los porcentajes que finalmente entrega a sus clientes y la demora en pagarlos
.
5.2. Copia del oficio S-2016-317530 de 23 de noviembre de 2016, dirigido al accionante por el Asesor Jurídico del Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales de la Policía Nacional, en el que le informa que allegada la cuenta de cobro del proceso radicado 2011-00107 y verificados los requisitos normativos, la dependencia que representa le asignó “el turno de pago 741-S-14, obligación que fue cancelada mediante la Resolución 1373 del 31 de octubre de 2016”
.

A tal documento se anexó copia de ese acto administrativo, en cuyas consideraciones se expuso que por medio de sentencia del 28 de febrero de 2014, el Juzgado Tercero Administrativo de Pereira ordenó a la Policía Nacional reconocer y pagar al señor Jesús Antonio Cuervo el reajuste a su pensión de invalidez de acuerdo al IPC, a partir del 24 de enero de 2008; que dicha reliquidación, según el Área de Prestaciones Sociales de la entidad, corresponde a $5.602.671.06 y que teniendo en cuenta que a la fecha del pago el señor Cuervo no aportó cuenta bancaria, la consignación se efectuaría a su apoderado, facultado expresamente para recibir. Por tanto se resolvió dar cumplimiento al fallo administrativo y ordenar el pago de $10.211.502.39 de la siguiente forma: a) $199.444.93 a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional; b) $6.948.606.74 al señor Jesús Antonio Cuervo, equivalente al 70% de la condena en la cuenta de ahorros suministrada por su apoderado; y c) $3.063.450.72 al profesional del derecho, a depositar a esa misma cuenta
.  
5.3 No aparece constancia de envío de esa contestación, a pesar del requerimiento que para ese efecto hizo esta Sala en el auto admisorio de la tutela.

6. Acreditan esas pruebas que mediante escrito enviado el 6 de octubre pasado, el actor solicitó al Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales de la Policía Nacional información sobre el modo y la fecha en que se pagaría el reajuste pensional reconocido mediante sentencia judicial.

También, que el 23 de noviembre de este año, el Asesor Jurídico del Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales de la Policía, suscribió un oficio, dirigido al accionante, en el que le informa que la obligación solicitada fue pagada mediante Resolución 1371 de 31 de octubre pasado y aportó copia de la misma en la que se especifica la forma en que se desembolsará la prestación. 
Empero, no se acreditó que tales escritos hubiesen sido remitidos al demandante o que por cualquier medio se le haya enterado sobre su contenido.

7. De esa manera las cosas, no se ha satisfecho el derecho de petición que aunque no invocó el actor como digno de protección, encuentra lesionado esta Sala por parte del Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales, exclusivamente porque no acreditó que el contenido de la resolución que expidió para garantizarlo, haya sido puesto en conocimiento del citado señor. En consecuencia, se concederá el amparo que solicita.

Por tanto, se ordenará al Jefe de dicho Grupo que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho, ponga en conocimiento del actor la respuesta de fondo a la solicitud que elevó el 10 de octubre último.
8. No se impondrá orden alguna a los demás funcionarios demandados y vinculados, quienes no han lesionado el derecho de que se trata, pues es aquel funcionario el competente para resolver, tal como se infiere de la actuación que se ha desplegado en este trámite. 
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Jesús Antonio Cuervo.

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena al Jefe del Grupo de Ejecución de Decisiones Judiciales, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, si aún no lo ha hecho ponga en conocimiento del accionante la respuesta de fondo a la solicitud que elevó el 10 de octubre último.
TERCERO: No se impone orden alguna al Secretario General, ni a los Jefes de la Pagaduría y de la Oficina de Asuntos y Decisiones Judiciales de la Policía Nacional.

CUARTO: Notifíquese lo aquí decidido a las partes de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.
Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




DUBERNEY GRISALES HERRERA




EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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